	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO
En el juicio de cobro de diferencia de prestaciones sociales seguido por el ciudadano DANIEL BLANCO, representado por los abogados Betty Torres Díaz, Durilys Castillo, Aura Díaz Suárez y Priscila López V., contra la sociedad mercantil MANUFACTURAS DE PAPEL, C.A. (MANPA), representada por los abogados Víctor S. Álvarez, Ángel A. Ramírez O. y Manuel Rodríguez López, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, conociendo de la apelación de la parte actora, en sentencia publicada el 26 de agosto de 2003, declaró extinguida la instancia por falta de impulso procesal, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 267 del Código de Procedimiento Civil y con base en el criterio establecido por la Sala Constitucional, en sentencia de fecha 1° de junio de 2001, y firme la decisión dictada por el antes denominado Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, que declaró parcialmente con lugar la demanda. 

Contra esa decisión, por escrito presentado oportunamente en fecha 1° de junio de 2004, la parte actora interpuso el recurso de control de la legalidad previsto en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
Recibido el expediente, fue admitido por esta Sala de Casación Social el 7 de octubre de 2004. En fecha 27 de octubre de 2004, la parte demandada consignó contestación al recurso de control de la legalidad.

Concluida la sustanciación del recurso, se fijó la audiencia oral, pública y contradictoria para el día 9 de diciembre de 2004, bajo la ponencia del Magistrado Juan Rafael Perdomo.

Siendo la oportunidad para decidir lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones:

ÚNICO

En el caso concreto el recurrente señala que la sentencia impugnada infringió los artículos 15 y 267 del Código de Procedimiento Civil, y 49 de la vigente Constitución, al declarar extinguida la instancia cuando la causa se encontraba en estado de sentencia, cercenándole el derecho a la defensa y al debido proceso, al no permitirle la continuación del juicio, y el derecho a que se le dictara sentencia, conforme a lo alegado y probado en autos.
La Sala observa:

La sentencia recurrida para decidir sobre la perención de la instancia, se fundamentó en el artículo 267 del Código de Procedimiento Civil y en la sentencia N° 956 de fecha 1° de junio de 2001, dictada por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, la cual analizó la figura procesal de la perención de la instancia a la luz de la norma prevista en el artículo 267 del Código de Procedimiento Civil, y estableció que la inactividad del juez después de vista la causa, no producirá la perención, pues tal disposición persigue sancionar la inactividad de los litigantes, produciendo la extinción del procedimiento.

 No obstante, lo anterior, la Sala estableció que la inactividad de las partes en estado de sentencia, tiene otro efecto que sí las perjudica y que está determinado por el interés procesal, estableciendo dentro de las modalidades de extinción de la acción, la pérdida de interés que tiene lugar cuando el accionante no impulsa el proceso a estos fines. Esta falta de interés surge en el proceso en dos oportunidades procesales, a saber: la primera, cuando habiéndose interpuesto la demanda, el juez no se pronuncia en un tiempo prudencial sobre su admisibilidad, y la segunda, cuando la causa se paraliza en estado de sentencia, como en el presente. En ese sentido estableció, que lo que sí puede aplicarse cuando la causa se encuentra en estado de sentencia y se paraliza, por no haberse decidido dentro de los lapsos legales previstos para ello, impidiéndose de esta manera que las partes estén a derecho, es la pérdida de interés procesal que causa el decaimiento de la acción por no tener el accionante interés en que se le sentencie.

La Sala Constitucional en la citada sentencia de 2001, al interpretar el artículo 26 Constitucional, estableció que si la causa paralizada ha rebasado el término de la prescripción del derecho controvertido, a partir de la última actuación de los sujetos procesales, el Juez de oficio o a instancia de parte, puede declarar extinguida la acción.

En el caso examinado, el Tribunal de alzada decretó la perención de la instancia porque desde la última actuación realizada por la parte actora el 28 de febrero de 2001, hasta el 26 de agosto de 2003, fecha en la cual declaró la perención de la instancia, habían trascurrido 2 años, 5 meses y 29 días, sin que ninguna de las partes haya impulsado el proceso, inactividad ésta que demuestra una falta de interés procesal, por lo cual se declaró la perención de la instancia.

En el caso concreto, la Sala estima que resulta aplicable en este estado del proceso, el decaimiento de la acción por falta de impulso procesal, como fue señalado por la recurrida, en conformidad con el criterio vinculante establecido por la Sala Constitucional.

Por tanto, la Sala considera que la recurrida aplicó correctamente la doctrina de este Alto Tribunal, por lo cual la Alzada no incurrió en infracción del artículo 267 del Código de Procedimiento Civil.

 En consecuencia, se declara sin lugar el recurso de control de la legalidad, y se confirma el fallo recurrido Así se decide.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1° SIN LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la actora contra la decisión dictada por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua.

No hay condenatoria en costas, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinación Judicial para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, a los fines de que lo remitan al Tribunal de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo correspondiente para su ejecución. 

 

Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala de Despacho de la Sala  de Casación    Social   del   Tribunal  Supremo   de  Justicia, en   Caracas,  a   los  tres (03) días del mes de febrero  de dos mil cinco. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.
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